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�
Santiago, veinticuatro de noviembre de mil novecientos noventa y nueve.


VISTOS Y CONSIDERANDO:


	1º. Que, por oficio Nº15.236, de 18 de noviembre de 1999, el H. Senado ha enviado el proyecto de ley, aprobado por el Congreso Nacional, que modifica la Ley Nº 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, en relación a la elección de Presidente de la República, a fin de que este Tribunal, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 82, Nº 1º, de la Constitución Política de la República, ejerza el control de constitucionalidad del artículo 1º permanente y disposiciones transitorias 1ª y 2ª;


	2º. Que, el artículo 82, Nº 1º, de la Constitución Política establece que es atribución de este Tribunal: “Ejercer el control de la constitucionalidad de las leyes orgánicas constitucionales antes de su promulgación y de las leyes que interpreten algún precepto de la Constitución”;


	3º. Que, de acuerdo al considerando anterior, corresponde a este Tribunal pronunciarse sobre las normas del proyecto remitido que estén comprendidas dentro de las materias que el constituyente ha reservado a una ley orgánica constitucional;


	4º. Que, el artículo 1º permanente y las disposiciones transitorias 1ª y 2ª, son propios de la ley orgánica constitucional a que se refiere el artículo 18, inciso primero, de la Carta Fundamental;


	5º. Que, consta de autos, que las normas antes aludidas han sido aprobadas en ambas Cámaras del Congreso con las mayorías requeridas por el inciso segundo del artículo 63 de la Constitución Política de la República;


	6º. Que, el artículo 18, inciso primero, de la Constitución, dispone:


	“Habrá un sistema electoral público. Una ley orgánica constitucional determinará su organización y funcionamiento, regulará la forma en que se realizarán los procesos electorales y plebiscitarios, en todo lo no previsto por esta Constitución y, garantizará siempre la plena igualdad entre los independientes y los miembros de partidos políticos tanto en la presentación de candidaturas como en su participación en los señalados procesos”;


	7º. Que, este Tribunal, en sentencia de 5 de abril de 1988, Rol Nº 53, aplicando dicho precepto en relación con los artículos 1º, inciso final, y 19, Nº 2º, de la Carta Fundamental, expresó diversas consideraciones, algunas de las cuales es necesario traer a colación, por su directa vinculación al caso en estudio. En esa oportunidad se expresó:


	Es tal la importancia que la Constitución de 1980 le atribuye al ejercicio de la soberanía nacional por el pueblo, que no le bastó con lo dicho, sino que estimó necesario dar un encargo especial al legislador sobre este aspecto, disponiendo en su artículo 18 que la ley orgánica constitucional que regule el “sistema electoral público”, deberá garantizar siempre la plena igualdad entre los independientes y los miembros de los partidos políticos, tanto en la presentación de las candidaturas como en su participación en los procesos electorales y plebiscitarios.


	Esta es la voluntad de la Constitución y todo esfuerzo que se haga con el objeto de hacer realidad esta voluntad suprema debe ser considerado como su fiel expresión.


	De lo expuesto en los considerandos anteriores se infieren algunas reglas concretas que el legislador deberá tener presente en la regulación de los procesos electorales y plebiscitarios, para dar cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 1º, inciso final, 18 y 19, Nº 2, de la Carta Fundamental. Ellas son: 1) que los independientes y los miembros de partidos políticos deberán tener en los procesos electorales igualdad de oportunidades para elegir y ser elegidos y para gozar de las facultades inherentes a esos derechos en sus aspectos básicos, sin que obste a ello las diferencias que puedan producirse, en lo accidental, como consecuencia de la natural situación de unos y otros, según ha quedado demostrado; 2) que las reglas que se den en materia de elecciones no pueden ser exactamente iguales a las que rijan en los plebiscitos, por la diferencia jurídica sustantiva que existe entre ellos, y 3) que la ley no puede crear privilegios a favor de unos y en perjuicio de otros que rompa el necesario equilibrio que debe existir entre los participantes de los actos electorales y plebiscitarios;


	8º. Que, el artículo 1º, Nº 2, del proyecto remitido sustituye el artículo 20 de la Ley Nº18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, por el siguiente:


	“El reemplazo por fallecimiento de un candidato a Presidente de la República, podrá efectuarlo la Directiva Central del partido político que hubiere declarado su candidatura, y sólo en las situaciones previstas en las letras siguientes. Tratándose de candidaturas independientes, el candidato fallecido no podrá ser reemplazado.


	a) Si un candidato falleciera después de haberse declarado su candidatura y antes del octavo día anterior al de la elección, éste podrá ser reemplazado dentro de los tres días siguientes a la fecha del deceso.


	b) Si un candidato falleciere entre las cero horas del referido octavo día y las cero horas del tercer día anterior al de la elección, éste podrá ser reemplazado dentro de las veinticuatro horas siguientes al deceso.


	c) Si un candidato falleciere entre las cero horas del tercer día anterior al de la elección y antes que el Tribunal Calificador de Elecciones declare el resultado de la votación, sus votos se considerarán válidos. Si el candidato fallecido fuere quien obtuviere la mayoría absoluta, se procederá conforme a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 28 de la Constitución Política. En caso que no se hubiere alcanzado dicha mayoría y el candidato fallecido fuere una de las dos mayorías relativas, éste podrá ser reemplazado dentro de las veinticuatro horas siguientes a la declaración del tribunal.


	d) Si un candidato que hubiere obtenido una de las dos mayorías relativas falleciere después que el Tribunal Calificador de Elecciones declare dichas mayorías y antes de las cero horas del tercer día anterior a la segunda votación, éste podrá ser reemplazado dentro de las veinticuatro horas siguientes al deceso.


	e) Si un candidato que hubiere obtenido una de las dos mayorías relativas falleciere después de las cero horas del tercer día anterior a la segunda votación, no podrá ser reemplazado y sus votos se escrutarán como válidos. Si en una segunda votación dicho candidato obtuviere la mayoría, se procederá de acuerdo con lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 28 de la Constitución Política.


	El reemplazo por fallecimiento de un candidato a senador o diputado podrá efectuarlo la Directiva Central del partido político o el pacto electoral, a través de las Directivas Centrales de los partidos que lo conforman, que hubiere declarado su candidatura, y sólo en las situaciones previstas en las letras siguientes. Tratándose de candidaturas independientes, el candidato fallecido no podrá ser reemplazado.


	a) Si un candidato falleciere después de haberse declarado su candidatura y antes del octavo día anterior al de la elección, éste podrá ser reemplazado dentro de los tres días siguientes a la fecha del deceso.


	b) Si un candidato falleciere entre las cero horas del referido octavo día y las cero horas del tercer día anterior al de la elección, éste podrá ser reemplazado dentro de las veinticuatro horas siguientes al deceso.


	c) Si un candidato falleciere entre las cero horas del tercer día anterior a la elección y el día en que el tribunal Calificador de Elecciones proclame al elegido, no podrá ser reemplazado, y los votos que obtenga se entenderán emitidos a favor del otro candidato de su lista si lo hubiere. A falta de otro candidato en la lista o en el caso de candidaturas independientes, los votos se considerarán nulos.


	Si los reemplazos regulados en el presente artículo se hubieren verificado después que las cédulas correspondientes se encontraren impresas, se entenderá que los votos obtenidos por el candidato fallecido corresponden a su reemplazante. No efectuándose el reemplazo en tiempo y forma, los votos que obtenga el fallecido se considerarán nulos, sin perjuicio de lo dispuesto en las letras e) y c) de los incisos primero y segundo, respectivamente.”;


	9º. Que basta un simple examen de la norma del proyecto antes transcrita, a la luz de lo expuesto en los considerandos anteriores, para concluir que dicha normas es inconstitucional, por infringir lo dispuesto en los artículos 1º, inciso final, 18, inciso primero, y 19, Nº 2º, de la Carta Fundamental, pues permite y regula el reemplazo del candidato fallecido a Presidente de la República en el caso de que la declaración de su candidatura hubiere sido efectuada por un partido político y, en cambio, prohibe el reemplazo del candidato fallecido, tratándose de candidaturas independientes. Lo propio ocurre, también, con la disposición del inciso segundo de esta norma, ya que ella autoriza la substitución del candidato fallecido a senador o diputado por las respectivas directivas del partido político o del pacto electoral y perentoriamente, a reglón seguido, agrega que “tratándose de candidaturas independientes, el candidato fallecido no podrá ser reemplazado”.


	En suma, el precepto dispone que es posible el reemplazo por fallecimiento del candidato a Presidente de la República, senador o diputado, en el evento de que su candidatura hubiese sido declarada por un partido político; pero lo prohibe tratándose de candidaturas independientes, sin que exista una justificación razonable de esta  manifiesta desigualdad;


	10º. Que, el artículo 1º, Nº 3, del proyecto en estudio, introduce el siguiente artículo 20 bis a la Ley Nº18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios:


	“El reemplazante a que se refiere el artículo anterior, se someterá a los requisitos de declaración e inscripción establecidos en los artículos 3º, 3º bis, 4º, 9º, 14 y 16 de los Párrafos 1º y 3º, en lo que le fueren aplicables. En el caso de candidaturas presentadas por partidos políticos o por pactos electorales, no les serán exigibles los requisitos establecidos en los artículos 26, letra d), 29 y 31 de la Ley Nº 18.603. La designación efectuada en conformidad al artículo 7º será también válida para la declaración del candidato reemplazante.


	El Servicio Electoral inscribirá provisionalmente al candidato reemplazante, sin perjuicio de lo dispuesto en el Párrafo 4º y aplicándose, para tal efecto, los plazos establecidos en las letras a), b), c) y d) del artículo 21.


	En caso que la declaración de candidatura del reemplazante fuere rechazada en definitiva, se dejará sin efecto la inscripción provisoria y los votos que hubiere obtenido el candidato rechazado se considerarán nulos.”;


	11º. Que, conforme a la doctrina que expusiera este Tribunal en sentencia de 28 de julio de 1998, considerando 18º, Rol Nº276, es igualmente inconstitucional el Nº 3 del artículo 1º del proyecto remitido que incorpora un nuevo artículo 20 bis, porque las disposiciones contenidas en este precepto se encuentran de tal manera ligadas con la norma que se declarará inconstitucional que no pueden subsistir por si solas;


	12º. Que, la disposición transitoria 1ª del proyecto remitido establece:


	“Para la elección presidencial del 12 de diciembre de 1999, incluida la situación prevista en el inciso segundo del artículo 26 de la Constitución Política, el reemplazo del candidato fallecido a que se refiere el inciso primero del artículo 20 de la ley Nº 18.700, Orgánica Constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, podrá recaer en una persona perteneciente a cualquier partido político o en un independiente.”;


	13º. Que esta norma del proyecto tuvo su origen en una indicación formulada en la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización del Senado y su razón de ser no está en las disposiciones que contiene el nuevo artículo 20 que se declarará inconstitucional, pues el artículo que se sustituye, si bien en forma más incompleta, también contempla el reemplazo por fallecimiento del candidato a Presidente de la República.


	La verdadera finalidad del precepto en estudio, según la historia fidedigna de su establecimiento, fue remontar la situación que se crea por el artículo 9º de la Ley Nº 18.700. En efecto, de acuerdo a esta disposición sólo podrán ser candidatos de partidos políticos las personas que figuren en el registro de afiliados que se encuentre en poder del Director del Servicio Electoral. Lo anterior trae como consecuencia que, en el caso de reemplazo del candidato a Presidente de la República por su fallecimiento, el partido político “está constreñido a proponer como reemplazante a una persona inscrita en sus registros”. Fue precisamente esta situación la que la Comisión respectiva del Senado “... estimó necesario enmendar mediante la intercalación, en este proyecto de ley, de un artículo 1º transitorio...” que substancialmente es igual al sometido a consideración de este Tribunal. (Informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización del Senado, de 13 de septiembre de 1999, Boletín 2398-06);


	14º. Que, de lo expuesto en el considerando anterior se infiere que la disposición 1ª transitoria, si bien  tuvo su origen a propósito de la sustitución del artículo 20 de la Ley Nº 18.700, su ratio legis es modificar la norma del artículo 9º de dicha ley para los efectos señalados y, por ende, no le afecta la inconstitucionalidad que se declarará del nuevo artículo 20, pues el precepto en estudio puede subsistir sin dicha modificación que se elimina, ya que no obstante ello recibe plena aplicación jurídica y práctica.


	Por otra parte, esta disposición, lejos de contravenir el principio de igualdad que debe existir entre los afiliados a un partido político y los independientes en la realización de los procesos electorales, lo vigoriza, razón por la cual no es contraria a la Carta Fundamental;


	15º. Que, las demás normas del proyecto, a excepción de las señaladas en los considerandos 8º y 10º de esta sentencia, no son contrarias a la Constitución Política de la República.


	Y, VISTO, lo prescrito en los artículos 1º; 18; 19, Nºs. 2º, 26º, 28º y 82, Nº 1º e inciso tercero y 84 de la Constitución Política de la República, y lo dispuesto en los artículos 34 al 37 de la ley Nº 17.997, de 19 de mayo de 1981,


	SE DECLARA:


Que los artículos del proyecto remitido son constitucionales, con las excepciones que se indican a continuación, y


Que los numerales 2 y 3 del artículo 1º del proyecto sometido a control preventivo obligatorio por los cuales se sustituye el artículo 20 de la ley Nº 18.700, y se agrega un nuevo artículo 20 bis, respectivamente, son inconstitucionales y, en consecuencia, deben eliminarse del proyecto remitido.


Redactó la sentencia el Ministro señor Eugenio Valenzuela Somarriva.


Devuélvase el proyecto al H. Senado, rubicado en cada una de sus hojas por el Secretario del Tribunal, oficiándose.


Regístrese, déjese fotocopia del proyecto y archívese.


Rol Nº 301.-





PRONUNCIADA por el Excmo. Tribunal Constitucional, integrado por su Presidente, don Osvaldo Faúndez Vallejos, y los Ministros señores Eugenio Valenzuela Somarriva, Servando Jordán López, Mario Verdugo Marinkovic y Hernán Alvarez García. Autoriza el Secretario del Tribunal Constitucional, don Rafael Larraín Cruz.
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